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Se abre la sesión a las 16.20 horas. 
 
 

 En ausencia del Presidente, el Sr. Grauls 
(Bélgica), Vicepresidente, ocupa la Presidencia. 

 

Tema 75 del programa (continuación) 
 

Informe de la Corte Penal Internacional 
 

  Nota del Secretario General (A/64/356) 
 

  Informe del Secretario General (A/64/363) 
 

 Sr. Muhumuza (Uganda) (habla en inglés): Por 
ser esta la primera vez en que mi delegación hace uso 
de la palabra ante esta Asamblea en este contexto, 
permítaseme unirme a los oradores que me han 
precedido para felicitar al Presidente y a la Mesa por 
haber sido elegidos para dirigir los trabajos de la 
Asamblea General durante su sexagésimo cuarto 
período de sesiones. Teniendo en cuenta la vasta 
experiencia y los talentos diplomáticos del Presidente, 
estamos seguros de que guiará esta Asamblea hacia el 
éxito. 

 Para comenzar, quisiera asociar a mi delegación a 
la declaración formulada por el representante de Kenya 
en nombre del Grupo de Estados de África. Felicitamos 
al Magistrado Sang-Hyun Song por haber sido elegido 
para presidir la Corte Penal Internacional (CPI), así 
como por su presentación del quinto informe anual de 
la Corte (A/64/356). 

 Uganda apoya a la Corte Penal Internacional como 
principal aliado del mundo en la lucha contra la 
impunidad en relación con los crímenes más atroces que 
preocupan a la comunidad internacional. Mi país está, 
pues, comprometido con el mandato de la Corte y 
aprecia su función en esta empresa. Por ello, Uganda fue 
el primer país en remitir una situación a la Corte, lo que 
generó el caso Fiscalía c. Joseph Kony, Vincent Otti, 
Okot Odhiambo y Dominic Ongwen. Los demandados en 
ese caso eran jefes de la entidad rebelde terrorista 
conocida como el Ejército de Resistencia del Señor 
(LRA). Actualmente, esos fugitivos ya no actúan en 
Uganda ni en ningún territorio controlado por Uganda, 
pero eso no es consuelo para nosotros ya que han 
continuado aterrorizando otras zonas en la región donde 
operan. 

 Somos conscientes de que, sin una fuerza de 
policía propia, la Corte tiene que depender de la 
cooperación de los Estados para ejecutar las órdenes de 
detención y entregar a los fugitivos o a las personas 
acusadas una vez emitidas esas órdenes. El hecho de 
que la Corte sea un órgano basado en un tratado 
implica que la cooperación de los Estados con la CPI 
es voluntaria. Por lo tanto, hacemos un llamado a los 
Estados Miembros para que incrementen su 
cooperación con la Corte.  

 La Corte Penal Internacional avanza de manera 
sostenida hacia su universalidad. Al respecto, 
felicitamos a los Estados que han depositado 
recientemente sus instrumentos de ratificación del 
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Estatuto de Roma: Chile y la República Checa, cuyas 
ratificaciones han elevado a 110 el número de Estados 
partes. Exhortamos a los Estados que aún no lo hayan 
hecho a que consideren la posibilidad de ratificar el 
Estatuto de Roma a fin de que la lucha contra la 
impunidad en relación con los crímenes más atroces 
pueda librarse mancomunadamente por todos los 
Estados del planeta. La ratificación universal pondría 
muy en claro que en el mundo civilizado no hay 
impunidad para nadie en ningún lugar 

 Es gratificante observar que, a diferencia de 
varias jurisdicciones tradicionales, el Estatuto de Roma 
reconoce a las víctimas de crímenes horrendos y les 
permite participar activamente en las actuaciones, 
además de brindarles la posibilidad de obtener una 
indemnización. 

 Es necesario no sólo hacer justicia, sino también 
hacer que se perciba que se hace justicia. Es 
principalmente por ese motivo que el Gobierno de 
Uganda se ha ofrecido a actuar de anfitrión de la 
primera conferencia de examen del Estatuto de Roma, 
que dará a la gran mayoría de las víctimas de los 
hechos ocurridos en nuestra región que se están 
considerando actualmente la oportunidad de interactuar 
con los otros actores en la lucha contra la impunidad. 
Aplaudimos los esfuerzos de las organizaciones civiles 
que ya han hecho arreglos para que los delegados 
puedan encontrarse con las víctimas del LRA en el 
norte de Uganda. Actualmente se están organizando 
visitas, y exhortamos a que muchos más participen en 
este esfuerzo a fin de que las víctimas no sean dejadas 
de lado sino que, antes bien, asuman un papel 
protagónico, ya que ellas son el eje en torno al cual 
gira la lucha contra la impunidad.  

 Uganda aguarda con impaciencia recibir a todas 
las delegaciones del 31 de mayo al 11 de junio de 2010 
que participarán en la conferencia de examen del 
Estatuto de Roma. Abrigamos la esperanza de que en el 
transcurso de ese período se defina el delito de 
agresión y se acuerden las condiciones en las cuales la 
Corte podrá ejercer su competencia. El mundo no 
puede permitirse esperar para tratar como se debe a los 
responsables de guerras agresivas que causan 
sufrimientos indecibles a gente inocente en todo el 
planeta. 

 Por último, quisiera aprovechar esta oportunidad 
para, desde esta tribuna, tender la mano, en señal de 
bienvenida a Kampala, a todas las delegaciones, 

Estados partes y partes no estatales, organizaciones de 
la sociedad civil y todos los actores que libran la lucha 
contra la impunidad. Les garantizamos una atmósfera 
propicia para la realización de las tareas que aún 
tenemos pendientes. 

 A fin de facilitar la participación, mi Gobierno ha 
suprimido la tasa por la emisión de visas para todos los 
delegados que asistan a la conferencia de examen, y se 
están haciendo otros arreglos con aerolíneas, 
compañías de transporte y la industria de la hostelería 
en general con miras a asegurar que su estada en la 
Perla de África no sea solamente fructífera, sino 
también inolvidable.  

 Sr. Ntwaagae (Botswana) (habla en inglés): Mi 
delegación se asocia a la declaración formulada por el 
representante de Kenya, quien habló en nombre de los 
miembros del Grupo de Estados de África que son 
partes en el Estatuto de Roma. 

 Deseamos felicitar al Magistrado Sang-Hyun 
Song por su elección a la presidencia de la Corte Penal 
Internacional (CPI) y por la presentación del informe 
acerca de las actividades de la Corte (A/64/356). 

 La preservación de la integridad del Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional y la garantía de 
que la Corte seguirá siendo imparcial, totalmente 
independiente y desprovista de injerencias en el 
cumplimiento de su función fundamental y de su 
mandato revisten la máxima importancia. 

 El Estatuto de Roma nos brinda la oportunidad de 
avanzar hacia la concreción de los ideales universales 
consagrados en la Carta de las Naciones Unidas: la paz 
y la seguridad internacionales, la justicia y el respeto 
de los derechos humanos y el goce de las libertades 
fundamentales para todos.  

 La realización de los propósitos y principios 
enunciados en la Carta sigue siendo responsabilidad 
plena de los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas. Asimismo, por extensión de esos propósitos y 
principios a la CPI, el mandato de la Corte de perseguir 
a los responsables de crímenes graves que preocupan 
seriamente a la comunidad internacional nunca ha sido 
más apremiante.  

 La humanidad, en toda su historia, nunca ha 
enfrentado la verdad en mayor grado que ahora, ya que 
hoy, más que nunca, las víctimas de ciertos crímenes 
cuyos Estados no están dispuestos a enjuiciar a los 
perpetradores tienen la posibilidad de recurrir a 
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instituciones jurídicas internacionales. Por lo tanto, la 
cooperación que se brinda a la Corte en la lucha contra 
los crímenes internacionales, la impunidad y las 
violaciones graves de los derechos humanos no es 
injustificada para las víctimas del genocidio, los 
crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.  

 Botswana, en su calidad de amigo de la CPI, ha 
asumido la obligación de apoyar la actividad judicial 
de la Corte, y confía en las medidas dirigidas a hacer 
cumplir las sentencias, lo que es importante para 
disuadir de la comisión de crímenes graves y promover 
la rendición de cuentas.  

 Sr. Onemola (Nigeria) (habla en inglés): La 
delegación de Nigeria desea felicitar al Magistrado 
Sang-Hyun Song por haber sido elegido Presidente de 
la Corte Penal Internacional (CPI). Le agradecemos su 
muy completa exposición informativa ante la Asamblea 
General. Hacemos extensivo nuestro agradecimiento al 
Secretario General por su transmisión del informe de la 
CPI, que figura en el documento A/64/356, presentado 
a la Asamblea General con arreglo al artículo 6 del 
Acuerdo de relación entre las Naciones Unidas y la 
Corte Penal Internacional.  

 Valoramos los esfuerzos incansables que realiza 
la Corte para cumplir con su mandato como institución 
judicial independiente encargada de investigar y 
enjuiciar a las personas acusadas de los crímenes más 
graves que preocupan a la comunidad internacional, a 
saber, el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y 
los crímenes de guerra. Nigeria se adhiere a la 
declaración formulada por el representante de Kenya 
en nombre de los miembros del Grupo de Estados de 
África que son partes en el Estatuto de Roma. 

 Nigeria tiene un compromiso profundo con la 
CPI, cuya creación reconocemos como uno de los más 
importantes avances del derecho internacional. La 
función de la Corte, que es la de velar por que los 
autores de crímenes graves rindan cuenta de sus actos, 
es crucial para el mantenimiento de una paz y una 
seguridad internacionales duraderas. Con miras a 
reforzar la capacidad de la Corte para cumplir con esa 
importantísima responsabilidad, la Corte cuenta con la 
cooperación de los Estados, las organizaciones 
internacionales y la sociedad civil, de conformidad con 
el Estatuto de Roma y los acuerdos internacionales 
concertados por la Corte. Esa cooperación es esencial 
para asegurar una investigación adecuada de los 
hechos, el cumplimiento de las órdenes de detención 

pendientes, la protección de los testigos, la ejecución 
de las sentencias y el mejoramiento de la credibilidad 
de la Corte como instrumento eficaz para poner fin a la 
impunidad y contribuir a la prevención de crímenes 
futuros. 

 Vemos con satisfacción que ha aumentado el 
número de Estados que han pasado a ser partes en el 
Estatuto de la CPI. Con 110 países —más de dos 
tercios del número de Estados Miembros de las 
Naciones Unidas— que se han adherido al tratado o lo 
han ratificado, es evidente que la Corte se encamina 
hacia su universalidad. Esa evolución positiva merece 
el apoyo de los Estados que todavía no han firmado o 
ratificado el Estatuto de Roma. 

 Hemos tomado nota de los esfuerzos que ha 
realizado la CPI para mejorar su representación 
geográfica, el equilibrio entre los géneros y su 
representación de los distintos sistemas jurídicos del 
mundo en sus actividades de contratación, de 
conformidad con lo dispuesto en la resolución ICC-
ASP/1/Res.10. Si bien encomiamos esos esfuerzos, 
deseamos subrayar la necesidad de que la CPI alcance 
las metas del equilibrio geográfico y la paridad de los 
géneros, especialmente con respecto a África, que 
sigue estando subrepresentada, a pesar del hecho de 
que la mayoría, si no la totalidad, de las situaciones 
que tiene ante sí la Corte guardan relación con ese 
continente. Estamos convencidos de que ese equilibrio 
puede alcanzarse sin necesidad de comprometer la 
calidad del personal seleccionado.  

 La CPI examina en la actualidad cuatro 
situaciones, a saber, las situaciones en Uganda, la 
República Democrática del Congo, Darfur (Sudán) y la 
República Centroafricana, y tiene ante sí ocho casos. 
Dado que se espera un aumento del número de casos, 
será necesario financiamiento adicional. Hacemos, pues, 
un llamamiento a todos los Estados para que hagan 
efectivas sus contribuciones pendientes a la Corte. 

 Nos complace observar que la Corte ya ha 
concertado acuerdos de reubicación de testigos y 
ejecución de sentencias con muchos Estados. Al 
respecto, pensamos que la Corte, para alentar a más 
Estados a concertar acuerdos de esa naturaleza, debería 
ser más dinámica y explorar medios y arbitrios que 
ayuden a facilitar la participación de más países en vías 
de desarrollo. 

 La conferencia de examen del Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, que debe celebrarse en 



A/64/PV.32  
 

09-58802 4 
 

Kampala en 2010, nos brindará una oportunidad 
excelente para evaluar los progresos logrados y 
estudiar los desafíos que tenemos ante nosotros. 
Mientras esperamos con interés la celebración de la 
conferencia de examen, alentamos a todos los Estados 
a participar activamente en la búsqueda de medios 
concretos que permitan a la Corte desempeñar mejor su 
mandato fundamental.  

 Para concluir, la delegación de Nigeria reitera su 
compromiso con la Corte Penal Internacional y su 
apoyo continuo a su labor.  

 Sr. Baghaei Hamaneh (República Islámica del 
Irán) (habla en inglés): Mi delegación se une a los 
oradores precedentes para dar las gracias al Magistrado 
Sang-Hyun Song, Presidente de la Corte Penal 
Internacional (CPI), por su presentación del quinto 
informe de la Corte Penal Internacional (A/64/356). 

 Se reconoce en general que para que la Corte 
Penal Internacional tenga éxito debe permanecer 
neutral, independiente y apolítica y evitar los dobles 
criterios. 

 Como lo han señalado muchos oradores, el año 
próximo se celebrará en Kampala, Uganda, la primera 
conferencia de examen del Estatuto de Roma, y la 
principal cuestión de su orden del día será la 
incorporación de la definición del delito de agresión en 
el Estatuto de la CPI. El delito de agresión es el más 
serio de todos los otros delitos internacionales graves y, 
como tal, su definición y la manera en que la Corte 
deberá tratarlo repercutirán de manera importante en la 
causa de poner fin a la impunidad por la comisión de ese 
tipo de delitos y afectarán toda la arquitectura del 
derecho internacional y de las relaciones internacionales. 

 En lo que atañe a la relación entre la CPI y el 
Consejo de Seguridad, mi delegación opina que toda 
decisión que adopte la conferencia de los Estados 
partes tendrá consecuencias duraderas sobre la 
independencia, legitimidad, eficiencia e incluso 
pertinencia de la Corte. Desde luego, los autores del 
Estatuto de Roma querían que la Corte fuera un órgano 
judicial independiente, libre de toda influencia e 
injerencia de órganos políticos. Por consiguiente, en 
principio, la responsabilidad que le confiere la Carta al 
Consejo de Seguridad de determinar la existencia de un 
acto de agresión no debería socavar de manera alguna 
el papel de la Corte en su investigación y sus 
actuaciones judiciales concernientes al delito de 
agresión. Por lo tanto, el inicio de procedimientos por 

la Corte no debería estar sujeto al permiso o la 
aprobación del Consejo de Seguridad. Así, la 
determinación del delito de agresión debería ser de la 
incumbencia de la Corte Penal Internacional, y los 
Estados deberían tener el derecho de remitir ese delito 
a la Corte. 

 Mi delegación considera que la Corte, en cuanto 
órgano judicial, y sus órganos, deben respetar las leyes 
y normas que están en vigor en el sistema al cual 
pertenecen. En otras palabras, para poder alcanzar sus 
objetivos, en particular en lo que atañe a recopilar 
pruebas o detener a los sospechosos, debe abstenerse 
de adoptar toda medida que pudiera considerarse como 
una contravención del derecho internacional. En este 
sentido, recuerdo el principio establecido del derecho 
internacional según el cual únicamente los Estados 
partes en un tratado internacional están obligados a 
acatar sus disposiciones. 

 De la misma manera, la CPI no puede pasar por 
alto las normas internacionales relativas a la inmunidad 
de los funcionarios del Estado, reconocida en el artículo 
98 del Estatuto de Roma. Además, la Corte debería tener 
en cuenta, en cada caso, las consecuencias que pueden 
tener sus decisiones en la promoción de la paz y la 
estabilidad. Al respecto, señalo a la atención las 
preocupaciones expresadas por la Unión Africana, el 
Movimiento de los Países No Alineados, la Organización 
de la Conferencia Islámica y muchos países con relación 
a las recientes decisiones de la CPI sobre la situación 
imperante en Darfur. 

 Permítaseme referirme a otro hecho reciente: la 
declaración depositada en poder del Secretario de la 
Corte el 22 de enero de 2009 por Palestina con arreglo 
al párrafo 3 del artículo 12 del Estatuto. En esa 
declaración, Palestina acepta la competencia de la 
Corte con respecto a los crímenes cometidos en el 
territorio palestino desde el 1º de julio de 2002. La 
Fiscalía de la Corte está considerando actualmente la 
capacidad de Palestina para emitir una declaración de 
esa naturaleza. Se espera que la Fiscalía interprete el 
artículo 12 del Estatuto de manera que se garantice el 
cumplimiento del propósito principal de la Corte, a 
saber, poner fin a la impunidad de los perpetradores de 
graves crímenes internacionales. 

 El Presidente interino (habla en francés): Hemos 
escuchado al último orador en el debate sobre el tema 75 
del programa. La Asamblea General ha concluido así 
esta etapa de su examen del tema 75 del programa. 
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Tema 72 del programa (continuación) 
 

Informe de la Corte Internacional de Justicia 
 

  Informe de la Corte Internacional de Justicia 
(A/64/4) 

 

  Informe del Secretario General (A/64/308) 
 

 Sr. Heller (México): La delegación de México 
desea expresar su profundo reconocimiento a la Corte 
Internacional de Justicia por la ardua labor realizada 
este año. 

 Al mismo tiempo, México se congratula por la 
renovación de la Corte que tuvo lugar en noviembre 
de 2008. La nueva composición de la Corte reafirma su 
carácter universal y garantiza que sus decisiones se 
tomarán considerando los principales sistemas jurídicos 
del mundo y las múltiples perspectivas y realidades 
regionales. Todo ello contribuirá, sin lugar a dudas, a 
que el máximo órgano jurisdiccional internacional 
continúe con el excelente trabajo que ha venido 
llevando a cabo. 

 Pese a que la Corte ha experimentado un 
constante incremento en el número de casos sometidos 
a su consideración, observamos con beneplácito que se 
ha evitado el rezago, lo cual demuestra en buena 
medida que los cambios en su Reglamento y métodos 
de trabajo están dando buenos resultados. Una prueba 
significativa es el hecho de que durante el año judicial 
2008-2009 seis casos fueron objeto de consideración 
por la Corte de manera simultánea. 

 México observa que el nivel sostenido de 
actividades de la Corte ha sido posible gracias a los 
lineamientos adoptados para mejorar su eficiencia, en 
particular, a la constante revisión de las directrices 
prácticas para los Estados que comparecen ante ella. 
No obstante, mi delegación también observa con 
preocupación la constante necesidad de mayores 
recursos humanos de apoyo a los jueces para que 
puedan seguir desempeñando su labor. 

 Los Estados Miembros estamos obligados a 
iniciar un ejercicio de reflexión sobre los medios para 
apoyar el trabajo de la Corte, particularmente si 
continúa esta tendencia de incremento de casos. Dicho 
incremento debe ser bienvenido. Es muestra de la 
voluntad de los Estados de resolver sus controversias 
por medios pacíficos.  También refleja la gran 
confianza depositada por los Estados en el máximo 
tribunal internacional. 

 Tanto la Organización como los Estados 
Miembros pasan por momentos de severas restricciones 
financieras. No obstante, creemos que se puede y se 
debe hacer más a favor de la Corte. Es menester que la 
Organización haga un uso más eficiente de los recursos 
disponibles y los otorgue donde más se requieren. 
Definitivamente, la Corte merece el apoyo que solicita 
y la Asamblea General debe escuchar su llamado y 
aumentar el número de letrados tan sólo para aliviar en 
alguna medida su gran carga de trabajo. 

 Como en ocasiones anteriores, estimamos 
procedente señalar la relevancia que guarda la difusión 
de las decisiones de la Corte a través de sus 
publicaciones y su sitio en la web. Sin embargo, mi 
delegación observa que existe una diferencia 
importante entre el sitio en la web en sus versiones en 
inglés y francés, por un lado, y su versión en español, 
por el otro. Esta última es considerablemente menos 
rica en información, dificultando el análisis de la labor 
de este órgano para los estudiosos y profesionales 
hispanohablantes del derecho internacional. 

 México recibió con satisfacción la decisión de la 
Corte en torno a la Solicitud de interpretación del fallo 
de 31 de marzo de 2004 en la causa relativa a Avena y 
otros nacionales mexicanos (México c. Estados Unidos 
de América). Nos congratulamos por el otorgamiento por 
la Corte de las medidas provisionales requeridas por 
México. Nos complace asimismo que la Corte haya 
reafirmado el carácter vinculante de las obligaciones de 
los Estados Unidos de América derivados del párrafo 153, 
inciso 9) de la sentencia dictada en el caso Avena de 2004.  

 En este orden de ideas, deseamos resaltar la 
importancia que tiene la decisión de la Corte de enero 
pasado en cuanto al cumplimiento obligatorio de sus 
sentencias por los Estados que sean partes en un litigio 
sometido a su jurisdicción. El cabal cumplimiento de los 
fallos de la Corte es una condición necesaria e 
indispensable para la eficacia del derecho internacional. 
Al mismo tiempo, dicho cumplimiento fomenta la 
confianza entre los Estados y desempeña así, 
parafraseando al eminente profesor Thomas M. Franck, 
recientemente fallecido, un poder de legitimidad entre 
las naciones.  

 La Corte Internacional de Justicia es una de las 
piezas centrales en la construcción del estado de 
derecho a nivel internacional. Su buen funcionamiento 
es indispensable en esta empresa. Es por ello que 
México desea reiterar su pleno respeto y apoyo a la 
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Corte Internacional de Justicia como el principal 
órgano jurisdiccional para la solución pacífica de las 
controversias y su labor preponderante como garante 
del derecho internacional. 

 Sr. Lomaia (Georgia) (habla en inglés): Georgia 
acoge con beneplácito la publicación del informe anual 
de la Corte Internacional de Justicia (A/64/4), y 
quisiera dar las gracias al Presidente de la Corte, 
Magistrado Hisashi Owada, por su presentación de 
ayer, detallada e instructiva. Quisiera también 
aprovechar esta oportunidad para expresar nuestro 
reconocimiento a la Magistrada Rosalyn Higgins por su 
valiosa contribución al fortalecimiento del derecho 
internacional a través de su labor como Magistrada y 
Presidenta de la Corte Internacional de Justicia.  

 El Presidente Owada comenzó su exposición 
informando a la Asamblea acerca del fallo dictado por la 
Corte en octubre pasado a favor de la solicitud 
presentada por mi país. La solicitud de adopción de 
medidas provisionales fue planteada por Georgia con el 
fin de “proteger a sus ciudadanos contra los actos 
violentos y discriminatorios de las fuerzas armadas 
rusas, que actúan de consuno con las milicias 
separatistas y los mercenarios extranjeros”. Esa decisión 
se adoptó a pesar de la tenaz oposición de la otra parte. 
La Corte recordó que las medidas provisionales que 
había adoptado eran de carácter obligatorio y, por lo 
tanto, creaban obligaciones jurídicas. 

 Compete sólo a la Corte determinar si nuestros 
vecinos del norte cumplieron o no con lo dispuesto en 
ese fallo. Nosotros, por nuestra parte, hemos 
proporcionado a la Corte pruebas fácticas de que no 
habían cumplido ninguna de las medidas provisionales. 
No sólo no se ha permitido a los desplazados forzosos 
retornar a sus hogares, sino que se los ha arrestado 
simplemente por tratar de acercarse a sus pueblos. De 
entre los hechos revelados recientemente y las 
conclusiones que avalan esos argumentos, que están a 
disposición de la Corte para su consideración, 
quisiéramos señalar sólo dos.  

 En el informe del Secretario General de fecha 24 
de agosto, titulado “Situación de los desplazados 
internos y los refugiados de Abjasia (Georgia)” 
(A/63/950) se confirma el desplazamiento de personas 
de origen étnico georgiano de la región de Abjasia. En 
su informe más reciente, la Misión internacional 
independiente de determinación de los hechos sobre el 
conflicto de Georgia señaló que  

 “varios elementos sugieren la conclusión de que 
realmente se practicó la depuración étnica contra la 
población étnica georgiana en Osetia del Sur 
durante y después del conflicto de agosto de 2008.” 

Expresamos nuestra profunda confianza en que la 
Corte Internacional de Justicia seguirá examinando 
minuciosa y seriamente todos los casos pendientes, 
incluido este caso en particular. 

 Para concluir, quisiera reiterar nuestro firme 
apoyo a la Corte Internacional de Justicia en su calidad 
de principal órgano judicial de las Naciones Unidas. La 
Corte desempeña, como se ha dicho aquí, una función 
vital en el arreglo pacífico de las controversias 
internacionales y en el fortalecimiento del orden 
jurídico internacional. 

 Sr. Kuzmin (Federación de Rusia) (habla en 
ruso): Acogemos con beneplácito la elección del 
Magistrado Hisashi Owada como Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia y le agradecemos su 
presentación a la Asamblea General del informe anual 
de la Corte (A/64/4). En la sesión de ayer del Consejo 
de Seguridad (S/PV.6208), la Federación de Rusia dio a 
conocer su evaluación general y su percepción básica 
de las actividades de la Corte Internacional de Justicia, 
afirmando su respeto del prestigio de la Corte y su 
reconocimiento de la función especial que ejerce en las 
relaciones intergubernamentales. 

 Rusia desempeña un papel activo en la promoción 
del concepto del derecho internacional, incluso en el seno 
del principal órgano judicial de nuestra Organización, la 
Corte Internacional de Justicia. Eso es así debido a 
nuestro gran respeto por la Corte y nuestra confianza en 
ella, y además porque estamos convencidos de que el 
estado de derecho es un elemento de disuasión contra 
todo intento de resolver las cuestiones internacionales por 
medio de acciones militares y políticas irreflexivas. 

 Ahora quisiera centrar mis reflexiones en una de 
las causas que la Corte tiene ante sí, en la cual la 
Federación de Rusia es la acusada y sobre la cual el 
representante de Georgia hizo observaciones detalladas 
hace sólo un minuto. Me refiero a la causa sobre la 
Aplicación de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial. Es en esa demanda, que Georgia interpuso ante 
la Corte Internacional de Justicia contra la Federación 
de Rusia, que se hace más evidente el enorme cinismo 
de Georgia con respecto a su comportamiento en Osetia 
del Sur en agosto de 2008.  
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 Después de haber fracasado en su jugada militar 
irreflexiva y haberse desacreditado a sí misma ante la 
comunidad internacional, las autoridades de Georgia 
están intentando ahora reparar su imagen 
irremediablemente dañada recurriendo a la autoridad 
de órganos judiciales internacionales. Es triste señalar 
que, en esta causa, la demandante es la parte que 
consideró aceptable disparar en medio de la noche 
contra la pacífica población civil de Tskhinvali y 
contra efectivos rusos de mantenimiento de la paz, 
mientras que la demandada es la parte que ha ejercido 
su derecho inalienable a la legítima defensa, de 
conformidad con el Artículo 51 de la Carta de las 
Naciones Unidas, proporcionalmente a la escala del 
ataque y con el único objetivo de proteger a los 
efectivos rusos de mantenimiento de la paz y a los 
ciudadanos de Osetia del Sur de los actos ilícitos de la 
parte georgiana y de prevenir futuros asaltos armados.  

 La Federación de Rusia está convencida de que la 
controversia que Georgia está intentando someter a la 
Corte de ninguna manera se inscribe en el marco de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial. El mismo 
nombre de la Convención pone de manifiesto el 
carácter artificial de la presunta reclamación de 
Georgia contra la Federación de Rusia. No es mera 
casualidad el hecho de que Georgia haya tenido que 
volver a redactar varias veces su escrito de demanda, 
reduciendo una y otra vez el número de disposiciones 
de la Convención que supuestamente habían sido 
violadas por la Federación de Rusia. Es evidente que, 
en esa causa fabricada con tanta ineptitud a pesar de la 
ayuda de los juristas experimentados contratados por 
Georgia, ha resultado difícil establecer la pertinencia 
de esa Convención, que trata de cuestiones muy 
diferentes. 

 Durante los 18 años que Georgia ha afirmado 
tener con la Federación de Rusia un conflicto que cae 
bajo el alcance de la Convención, jamás propuso 
entablar conversaciones sobre la discriminación racial 
contra los georgianos, ni recurrió al órgano creado 
especialmente por la Convención, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial, con arreglo a 
los procedimientos previstos en los artículos 11 y 14 de 
la Convención. La Federación de Rusia está 
convencida de que la Corte no tiene competencia para 
examinar esa causa . 

 La pregunta lógica es, pues: ¿por qué la 
Federación de Rusia está participando en este proceso 

iniciado por la parte georgiana? Como saben los 
miembros de la Asamblea, la historia de la Corte 
registra un gran número de demandas en las cuales los 
Estados demandados simplemente no comparecen ante 
la Corte. Algunas de esas demandas se referían a la 
jurisdicción en materia de pesquerías, los ensayos 
nucleares, los prisioneros de guerra pakistaníes, el Mar 
Egeo, y el personal diplomático y consular de los 
Estados Unidos en Teherán. Nuestra participación en 
los procedimientos judiciales es una prueba más de la 
adhesión de Rusia a la Carta de las Naciones Unidas y 
el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, así 
como a los principios fundamentales del derecho 
internacional. 

 Estamos convencidos de que desdibujar los 
límites de la jurisdicción de la Corte apartándose del 
marco claramente definido de los instrumentos 
jurídicos internacionales sobre los cuales se basa con el 
propósito de extraer de un tratado internacional 
especializado muy preciso —en este caso, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial— normas 
que se aplican a esferas del derecho internacional 
totalmente diferentes conducirá inevitablemente a una 
pérdida de confianza en la Corte. 

 Durante los últimos años, un número creciente de 
Estados han reconocido la jurisdicción de la Corte y se 
han remitido a la Corte cuestiones cada vez más 
diversas. En 2007, la Federación de Rusia retiró sus 
reservas sobre la jurisdicción de la Corte con respecto a 
seis convenciones relativas a la lucha contra el 
terrorismo. Sin embargo, esta tendencia positiva sólo 
podrá continuar si se fundamenta en una clara 
comprensión de los límites de la jurisdicción de la Corte 
y de la sustancia de los litigios que se le presentan. 

 El afán de garantizar la neutralidad política y la 
imparcialidad de la Corte se refleja en el número casi 
igual de votos a favor y en contra, hecho sin 
precedentes, en la votación sobre la adopción de 
medidas provisionales en el caso de Georgia contra la 
Federación de Rusia. La Corte aplicó un enfoque 
constructivo a la cuestión de determinar las medidas 
provisionales al ordenar a ambas partes —no sólo a la 
Federación de Rusia, como había solicitado Georgia— 
abstenerse de todo acto que violara las disposiciones de 
la Convención Internacional sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación Racial. Rusia está 
acatando esa orden y tiene la intención de seguir 
haciéndolo en el futuro. 
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 La Corte determinó que tenía jurisdicción prima 
facie con sólo ocho votos de los magistrados a favor y 
siete en contra. Una votación con un número casi igual 
de votos a favor y en contra es un acontecimiento muy 
raro en la historia de la Corte. Además, por primera vez 
en los procedimientos judiciales de la Corte sobre la 
adopción de medidas provisionales, siete magistrados 
hicieron un frente común y firmaron una opinión 
disidente conjunta en la que manifestaban tener una 
posición distinta a la de los otros ocho magistrados. El 
hecho de que la mitad de los magistrados de la Corte 
concluyera que la adopción de medidas provisionales, 
como parte del reconocimiento prima facie de la 
jurisdicción de la Corte, se basaba en fundamentos 
jurídicos discutibles dice mucho de por sí.  

 Retomando la conclusión a la que había llegado 
la parte rusa, los magistrados expresaron claramente 
que, por decir lo menos, era extraño que Georgia, que 
había relatado hechos de discriminación racial 
supuestamente cometidos por la Federación de Rusia 
desde el comienzo del decenio de 1990, hubiera 
esperado hasta que estallara un conflicto armado con 
las fuerzas rusas y de Osetia del Sur para presentar ese 
litigio a la Corte. Es decir que, durante casi dos 
decenios, nadie, ni siquiera Georgia, había considerado 
la posibilidad de que los georgianos estuvieran siendo 
víctimas de discriminación racial. 

 Con respecto a la función y la influencia de la 
Corte Internacional de Justicia, subrayamos la aparición 
de fenómenos tales como la fragmentación del derecho 
internacional y la proliferación de órganos jurídicos 
internacionales. Esta nueva tendencia indica que, cuando 
surgen divergencias jurídicas internacionales, los 
Estados utilizan todos los recursos judiciales 
disponibles, apelando a distintas jurisdicciones, y, como 
resultado, obtienen varias decisiones judiciales.  

 Además, los tribunales pueden dictar fallos 
diferentes sobre la misma materia, como ocurrió, por 
ejemplo, con respecto al control efectivo de las 
operaciones en la causa concerniente a las Actividades 
militares y paramilitares en Nicaragua y contra 
Nicaragua, la causa contra Tadić, examinada por el 
Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, y la 
causa presentada por Loizidou al Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos. Opinamos que esa es una 
tendencia negativa. Lamentablemente, los procesos 
judiciales internacionales perderán su naturaleza 
puramente jurídica y se convertirán en foros para la 
manipulación política bajo el pretexto del derecho 

internacional. En lo que atañe a la Corte Internacional 
de Justicia, es especialmente importante que defina 
claramente su jurisdicción y que se adhiera a la 
práctica probada en sus actuaciones judiciales.  

 Estamos convencidos de que, como resultado de 
este proceso, la Corte Internacional de Justicia, órgano 
sin igual que tiene la última palabra sobre cuestiones 
jurídicas de gran importancia para varios Estados, no 
perderá su condición simbólica de abanderado del 
derecho internacional y promoverá la coherencia y el 
desarrollo del derecho internacional. 

 El Presidente interino (habla en francés): 
Hemos escuchado al último orador en el debate sobre 
el tema 72 del programa. 

 Tiene ahora la palabra el representante de Georgia, 
quien desea hablar en ejercicio del derecho a contestar. 
Le recuerdo que las declaraciones en ejercicio del 
derecho a contestar están limitadas a 10 minutos y las 
delegaciones deben formularlas desde su asiento. 

 Sr. Lomaia (Georgia) (habla en inglés): Quisiera 
formular dos breves observaciones. La decisión que 
nuestros antagonistas acaban de tomarse la libertad de 
describir como basada en fundamentos jurídicos 
discutibles la leímos en el párrafo 14 del informe de la 
Corte Internacional de Justicia (A/64/4): 

  “Después de analizar detenidamente los 
argumentos de las partes, la Corte determinó que 
tenía jurisdicción prima facie, de conformidad con 
el artículo 22 de la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, para ocuparse de la causa y 
que, por ende, podía dictaminar sobre la solicitud 
de medidas provisionales presentada por Georgia.” 

Por lo tanto, esperamos que todos los miembros de la 
Corte Internacional de Justicia traten con el respeto 
debido a la Corte y sus decisiones. 

 Ahora quisiera citar brevemente dos pasajes del 
informe de la Misión internacional independiente de 
determinación de los hechos sobre el conflicto de 
Georgia, a la que me acabo de referir. Acabamos de 
escuchar que la agresión de la Federación de Rusia fue 
motivada por su voluntad de responder a lo que llamó 
ostensiblemente un ataque de las fuerzas georgianas 
contra civiles, que las autoridades rusas calificaron en 
esa época de genocidio. Permítaseme leer un breve 
pasaje del párrafo 27 del volumen I del informe de la 
Misión internacional: 
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  “Después de haber procedido a un examen 
riguroso de los hechos a la luz del derecho 
pertinente, la Misión concluye que, a su leal saber 
y entender, las acusaciones a la parte georgiana 
de haber cometido genocidio durante y después 
del conflicto de agosto de 2008 no tienen 
fundamento jurídico ni están respaldadas por 
pruebas materiales.” 

 Por el contrario, la Misión constató que lo 
siguiente había sido cometido por o con la 
participación de las fuerzas rusas: 

  “La Misión descubrió pautas de 
desplazamientos forzados de personas de origen 
étnico georgiano que habían permanecido en sus 
hogares después del inicio de las hostilidades. 
Además, existían pruebas de saqueos y destrucción 
sistemáticos de pueblos habitados por georgianos 
étnicos en Osetia del Sur. En consecuencia, varios 
elementos llevan a la conclusión de que la 
depuración étnica fue practicada en realidad contra 
las personas de origen étnico georgiano en Osetia 
del Sur, tanto durante como después del conflicto 
de agosto de 2008.” 

Quisiera leer un último pasaje del volumen II del 
informe: 

  “Durante y, en particular, después del 
conflicto, tuvo lugar una campaña sistemática y 
generalizada de pillaje en Osetia del Sur y en la 
zona de separación, principalmente contra las 
casas y las propiedades de georgianos étnicos. 
Fuerzas de Osetia, personas armadas no 
identificadas de Osetia e incluso civiles de Osetia 
participaron en esa campaña, y hubo informes de 
que fuerzas rusas también participaron. Las 
fuerzas rusas no impidieron esos actos y, lo que 
es más importante, no detuvieron los saqueos y el 
pillaje después de la cesación del fuego, ni 
siquiera en los casos en que eran testigos 
presenciales.”  

 El Presidente interino (habla en francés): 
¿Puedo considerar que la Asamblea General desea 
concluir su examen del tema 72 del programa? 

 Así queda acordado. 

Se levanta la sesión a las 17.10 horas. 

 


